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Una emboscada a un microbús que conducía a trabajadores a faenas forestales, ocurrido el día de

ayer 24 de mayo, en un sector rural de la comuna de Lumaco, en la Araucanía, cobró otra víctima

fatal. Esta vez se trata de Segundo Catril Neculqueo, mapuche de 66 años, quien recibió un

impacto de bala en su cabeza. La emboscada realizada por desconocidos con armas de grueso

calibre, deja además otros dos trabajadores mapuche heridos.

La información disponible da cuenta de que las víctimas de esta emboscada eran trabajadores que

participan de una iniciativa impulsada por un dirigente mapuche, Santos Reinao, subcontratista de

la empresa CMPC, que se dirigían al fundo Choque, un predio de propiedad de dicha empresa en el

que habría un acuerdo entre las comunidades aledañas al lago Lleu Lleu, para su reforestación

parcial con bosque nativo.

Aunque ninguna organización o grupo de personas ha reivindicado la emboscada, es posible que el

hecho tenga relación con la situación de conflictividad generada por la presencia de las forestales

como CMPC ha generado en la zona. Cabe dar cuenta que existe un total del 48.792,6 Hectáreas de

plantaciones forestales, correspondientes al 43,6% de la superficie total de la comuna de Lumaco,

plantaciones que se encuentran sobre Territorios y tierras de propiedad ancestral del pueblo

mapuche, e incluso sobre tierras de propiedad legal del pueblo mapuche, gran parte de las cuales

son reivindicas por comunidades y organizaciones mapuche del territorio.

Más allá de las circunstancias antes descritas, y de quienes puedan ser los responsables directos de

estos hechos, el Observatorio Ciudadano condena enérgicamente este atentado en contra de la

vida e integridad de las personas, independiente de quienes sean las víctimas.

Como organismo de derechos humanos nos parece fundamental señalar en este momento crítico

–en que el uso de la fuerza en contra de la propiedad y de personas, tanto mapuche como no

mapuche, emerge como una realidad cada vez más presente en la zona– que ninguna causa, sea

ésta mapuche, particular o estatal, justifica tomar o dañar la vida o la integridad de cualquier

persona.

De la misma manera, hacemos un llamado de atención a todos los actores presentes en el

territorio de ocupación tradicional mapuche, a asumir acciones urgentes para frenar y revertir este

espiral de violencia que amenaza con escalar, con consecuencias graves para la convivencia

intercultural en la zona.



Hacemos en primer término un llamado al Estado, garante del bien común, incluyendo tanto al

gobierno como a las instituciones estatales en general, a desarrollar todos los esfuerzos posibles,

no sólo para determinar a los autores de estos delitos y lograr su sanción por la justicia, sino

también para abordar los problemas de fondo que subyacen a la conflictividad en La Araucanía y

regiones aledañas (Wallmapu), los que desde el Observatorio hemos representado por años, y que

están relacionados con la negación de los derechos colectivos del pueblo mapuche, en particular el

desposeimiento de sus tierras de ocupación tradicional.

Hacemos también un llamado enérgico a las autoridades de gobierno a desarrollar con urgencia

una estrategia más decidida, sistemática y coherente con miras a posibilitar procesos de diálogo

con el pueblo mapuche para lograr, a corto plazo, acuerdos constructivos que permitan abordar la

deuda histórica que existe con este pueblo y sus comunidades que resulta fundamental para frenar

el clima de violencia existente en la zona.

Vemos lo anterior, como una medida que se debe tomar en paralelo al trabajo que ha desarrollado

a lo largo de estos últimos meses la Convención Constitucional, en que justamente se proponen las

bases de una nueva convivencia plurinacional e intercultural para Chile.

Asimismo, hacemos un llamado a las empresas forestales presentes en el territorio de ocupación

tradicional mapuche, las que con cerca de 2 millones de hectáreas de monocultivos en esta parte

del país, han vulnerado por décadas los derechos fundamentales de este pueblo, incluyendo sus

derechos de tenencia tradicional, el derecho a participar de los beneficios que dichas empresas

generan y el derecho a definir sus propias prioridades de desarrollo. Las instamos a abstenerse de

desarrollar prácticas que han conducido a generar divisiones al interior del pueblo mapuche y sus

comunidades, y a asumir la responsabilidad que tienen en la generación de la conflictividad y

violencia en la zona, haciendo abandono progresivo de ella.

Hacemos también un llamado a aquellas organizaciones del pueblo mapuche que reivindican el

uso de la fuerza - y en algunos casos la resistencia armada - provocando en ocasiones, como lo

han hecho por años los agentes del estado, víctimas fatales, a abrirse al diálogo como forma de

avanzar hacia soluciones a sus legítimas demandas basadas en los derechos colectivos que les

asisten como pueblo.

Finalmente, instamos a la sociedad civil nacional y regional, a las organizaciones sociales y de

derechos humanos, a aunar esfuerzos para la construcción de un movimiento de paz basado, no en

la defensa de privilegios de unos pocos, sino en los derechos humanos de todos los pueblos y

personas que habitamos en esta parte del país, de modo de incidir más activamente en la

generación de espacios de diálogo y entendimiento intercultural y plurinacional, urgentes para

lograr una paz justa en esta parte del país.
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